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Introducción

El presente trabajo busca dar cuenta del proceso que lleva al Estado Nacional a la adopción del Plan Nacional de Seguridad Alimentaria “El Hambre más Urgente”.

Con este fin, el presente trabajo busca inscribirse en el campo de un análisis de tipo histórico-descriptivo, en donde el abordaje de la política pública elegida sea analizada bajo el marco teórico de Oszlak-O`Donnell 

En nuestra labor, obviamos deliberadamente el tratamiento de políticas públicas alimentarias precedentes a la por nosotros elegida. Este hecho obedeció causas de delimitación del objeto de estudio y su contexto (nos interesa el tratamiento concreto de la cuestión alimentaria posterior a la crisis de 2001), dejando a un lado material pertinente (por ejemplo, la restauración democrática y el Plan alimentario Nacional, etc.) para poder reconstruir una historia de las políticas más recientes en materia alimentaria.

 Si bien desde una modalidad descriptiva, nuestro trabajo también busca sumar algunas consideraciones a modo de modestas hipótesis o apuntes a considerar a futuro.

Creemos necesario en este sentido señalar que la urgencia desatada por la última crisis económica y social en diciembre de 2001, permitió la cristalización y consecuente consolidación de tendencias latentes, en tanto favorecidas por una coyuntura que aceleró la instauración de procesos y respuestas originales y creativas. 

Nos referimos específicamente a la participación activa de la sociedad civil, tanto a través de sus organizaciones como simplemente mediante el accionar en calidad de ciudadanos, en la problematización, evaluación y respuesta ante un problema como el del hambre en la Argentina.

 Este novedoso hecho, marca a nuestro entender una nueva modalidad de diseño, implementación y evaluación de una política pública en torno a la problemática del hambre, sentando un también novedoso precedente al respecto.    

Algunas consideraciones teóricas y metodológicas 

Entendemos el análisis de una política pública como instrumento de suma conveniencia para  adentrarse en la profundidad del conocimiento de un estado dado, en tanto la misma es definida esencialmente como una toma de posición del estado ante determinada “cuestión”. 

 Una cuestión socialmente problematizada es aquella que aparece dentro de la agenda de problemas sociales que requieren una toma de posición por parte de una o varias agencias estatales, expresando en la misma una determinada modalidad de intervención por parte del estado en directa relación con una cuestión que anima la atención o movilización de distintos actores dentro de la sociedad.

De lo anterior se desprende que el análisis de políticas públicas implica considerar que toda política estatal es esencialmente una toma de posición del Estado frente a una cuestión socialmente problematizada.  

En este sentido, resulta interesante remarcar, que una política estatal no es el resultado de una decisión unívoca u homogénea por parte del estado como un todo, sino que por el contrario, refleja un conjunto de iniciativas impulsadas por diversas unidades intervinientes en ella, proyectando (o cristalizando) en la política pública, la real cuota de conflictividad presente al interior de las agencias estatales. 

 Lejos de tratarse de un error a la hora de la implementación, el conflicto es abordado desde nuestra perspectiva como parte constitutiva a la toma de posición por parte de un estado
. 

En consecuencia, nos alejamos de planteos conceptuales que podríamos enmarcar dentro de un racionalismo más ingenuo, para proponer un análisis en donde la complejidad, ambigüedad y conflicto de las decisiones estatales, son elementos integrantes y constituyentes de cualquier política pública
    

La importancia de abordar una problemática determinada (o cuestión socialmente problematizada) a través del examen de una toma de posición del Estado radica en la trascendencia relativa que el mismo proyecta en la totalidad de la sociedad civil.

Señalamos esto con la manifiesta intención de subrayar que estudiamos políticas públicas porque las mismas gozan de dos atributos principales, que las distinguen de cualquier toma de posición por parte de otros actores y las ponderan al momento de estudiar cualquier fenómeno social en donde intervenga el Estado como tal: el respaldo normativo, que asegura formalmente su cumplimiento (o en su defecto, a través del control de los medios de coacción física); y porque suelen ser recibidas (y percibidas) con mucha mayor intensidad por los otros actores
.  

Considerando lo anteriormente dicho en cuánto al real peso específico que conlleva la toma de posición por parte del estado frente a los demás actores, también resulta preciso rescatar para el provecho de nuestro análisis, las repercusiones intra-burocráticas que la política pública por nosotros elegida, reviste. 

En este sentido, es oportuno señalar que toda política pública genera un doble proceso
 al interior del Estado, que si bien se puede diferenciar en sus aspectos más importantes de la “cuestión” propiamente dicha (ante la cual, el estado ha adoptado una toma de posición), se combina complejamente con ésta.

Antecedentes: el proceso social     

Abordar el análisis de una política pública sobre seguridad alimentaria, nos obliga necesariamente a referirnos a las causas que determinan o condicionan dicha acción.

 En este sentido, el aumento exponencial de la pobreza que registra nuestro país en los últimos 30 años nos sirve como un primer nivel de contexto
 en donde enmarcar las distintas acciones que el estado llevó a cabo en relación a la temática de asegurar un mínimo de ingresos alimentarios.

 Con esto señalamos  que, desde nuestra perspectiva, cualquier intento de interpretación acerca de la problemática generada por el hambre-desnutrición, debe ser ineludiblemente abordada en estrecha (o directa) relación con la existencia y cuantificación de la pobreza, apartándonos (sólo en tanto que no forma parte del objetivo de este trabajo) de un fecundo (y necesario) debate acerca de cómo conceptuar a la “pobreza”.
 

  A un nivel macroeconómico general, debemos mencionar que en este período nuestro país abandona un modelo industrialista por sustitución de importaciones  -ISI- (al cual, convencionalmente, se establece como originario en las décadas del treinta y del cuarenta). La ISI  lejos de caracterizarse como un modelo homogéneo, provocó grandes conflictos y luchas en torno a su modalidad de configuración, entre clases dominantes, trabajadores y el estado)

 Si bien sostenemos y apoyamos lo anterior, también resulta necesario establecer que a lo largo de más de cuarenta años la ISI ayudó a estructurar un modelo social basado en el trabajo productivo y a su vez, conformador de identidades sociales definidas e inclusivas.

 Esta modalidad de producción y de reproducción social, comenzó a perder impulso avanzada la década de los setenta, y fue objeto de un lento pero seguro desguace, a partir (también convencionalmente) de la última dictadura militar.

La ISI fue desarticulada principalmente por la apertura indiscriminada del comercio exterior, acompañada ésta por la reforma financiera de 1977.

 Este giro, dio lugar a un nuevo patrón de acumulación, la llamada valorización financiera. En este sentido nuestro análisis parte del presupuesto que la concentración económica que se produce a partir de la última dictadura militar y se continúa ya con la restauración democrática (como consecuencia necesaria del abandono de un proyecto industrialista) se opera en detrimento de los sectores populares, los cuáles comienzan a sentir progresivamente el deterioro de sus ingresos reales y su consecuente caída en el nivel de vida
.  

  De lo anterior, cabe resaltar que el porcentaje de individuos por debajo de la línea de pobreza para el año 1974 era tan sólo de 4.4%. De allí en más, comienza un lento y sostenido aumento de este indicador. En 1980, ya se encontraba en 8.3%, saltando luego 21.8% en 1991, y a 35.4 en 2001. Por su parte el porcentaje de individuos indigentes saltó del 1.7% en 1974 a 3.3% en 1991 y a 12.2% en 2001
.  

2001: Estallido social, pobreza y hambre

La crisis desatada a partir de diciembre de 2001 en nuestro país disparó los indicadores de pobreza aún más, llegando en muy corto plazo hasta magnitudes nunca alcanzadas. 

Teniendo en cuenta que la EPH (Encuesta Permanente de Hogares, que efectúa el Indec) mide el umbral de la pobreza y de la indigencia a través de la capacidad (o no) de adquisición de un determinado conjunto de bienes de consumo a precio de mercado, se puede comprender el efecto que el aumento general de precios post-devaluación tuvo sobre los indicadores de pobreza.

 La devaluación de la moneda a principios de 2002, empujó los precios hacia la suba, incluyendo a los alimentos en su conjunto. En este último rubro se registró un aumento del 68.7 %  desde la devaluación, hasta el 2003. 

Según datos del Indec
 para mayo 2003, de 36.2 millones de argentinos, 17.3 eran pobres. A su vez, de estos últimos, 7.4 millones eran indigentes.

 En cifras relativas, esto significa que el 47.8 % de la población no puede acceder a una canasta básica de alimentos, vivienda, vestimenta y transporte. Y que 1 de cada 5 argentinos siquiera puede alcanzar a cubrir el mínimo de calorías indispensable para garantizar su propia subsistencia.

Paralelamente, el mercado de trabajo sintió los efectos de la crisis. A una suba constante del índice de desocupación durante la década de los noventa, se llega a un 21 % en 2002. A esto se le añadió la irregular situación que comprendía el trabajo precarizado o informal.

 Según un estudio de la Fundación Sophia,
 el 33% de la población asalariada, cumplía sus tareas dentro de la informalidad. Y el 45,4% de los trabajadores, carecen de aportes jubilatorio alguno.  

La re-problematización del hambre como cuestión

Durante el primer semestre de 2002, en un contexto social de extremada fragmentación política y social, comienzan a tomar estado público numerosos casos de desnutrición (en su mayoría, niños) en distintos sectores del país.

Es de destacar, que un problema de vieja data como el hambre comienza a ser socialmente problematizado con un muy alto nivel de recepción, por diversas fuentes, pero fundamentalmente a través de los medios de comunicación masivos.

Las imágenes de niños desnutridos en provincias como Tucumán o Corrientes, llegaron sin intermediarios a pantallas de tv, diarios y revistas, provocando un alto nivel de conmoción, y tomando por lejos, el primer lugar en cuánto a prioridad en torno a una cuestión socialmente problematizada. 

Para el año en cuestión, la cantidad de personas del Gran Buenos Aires que se encontraban por debajo de la línea de indigencia era del 24.7%
. Teniendo en cuenta que para el año 1994 la indigencia en dicha área era del 3.5%, esto redunda en un aumento de casi 6 veces en menos de una década.

El “Foro para un Plan Nacional de Alimentación y Nutrición” 

La más importante reacción a nivel estatal ante esta problemática (más allá de las acciones puntuales que desarrolló el Estado a medida que aparecían los casos), tiene lugar en el marco del “Foro para un Plan Nacional de Alimentación y Nutrición”, realizado el 11 y 12 de julio de 2002 en la Biblioteca Nacional. 

Este evento, que fue organizado por el Consejo Nacional de Coordinación de Políticas Sociales y que contó con el auspicio de UNICEF tuvo como objetivo generar un ámbito de discusión técnico-académico en materia de alimentación y nutrición, destinado a la formulación de lineamientos básicos consensuados, para orientar futuras políticas sociales.

En el mismo participaron técnicos de organismos gubernamentales, legisladores, investigadores de universidades y de centros de investigación y miembros de diversas organizaciones no gubernamentales.

Este Foro convocado desde el propio Estado tuvo la particularidad de cristalizar a su interior un fenómeno  bastante extendido: la participación activa de sectores de la sociedad civil, en torno al diagnóstico, evaluación y diseño de una política estatal.

 Pero al mismo tiempo pareció existir una toma de conciencia a nivel estatal en torno a la gravedad de la situación, y a las eventuales dificultades de abordar una posible solución en “soledad”. La magnitud y urgencia del problema que el hambre planteaba, obligó al Estado nacional a la apertura del “juego” de otros actores sociales, ya no como meros colaboradores previos a la implementación de una política pública determinada, sino por el contrario, participando activamente en su implementación y ejecución
. 

Creemos que dicho cambio en el esquema tradicional del Estado argentino de intervenir ante una cuestión socialmente problematizada, obedeció menos a un acercamiento a las nuevas tendencias en cuanto al avance del llamado “Tercer Sector”, que a la real urgencia de una problemática tan cara a cualquier estado nacional, como lo es la problemática del hambre.

De todas maneras, y no es menor, debemos reconocer que el Estado Nacional actuó rápidamente en este sentido, y con la suficiente flexibilidad que la situación necesitaba. Y en materia de seguridad alimentaria, sentó un punto de inflexión, sobre el cual el se redefiniría la propia cuestión abarcando un abanico mucho más amplio de actores. 

En consecuencia, la propia política de Estado no buscó apoyarse en el denominado Tercer Sector tan solo en términos de “know how” o “expertise” (consultoras, fundaciones, etc.) para ser utilizado en acciones puntuales, que era como históricamente el Estado se vinculaba con este conjunto de la sociedad en esta materia. Por el contrario, un nuevo nivel de actores (que se podrían denominar “de base”), fueron reconocidos por primera vez en este sentido
.  

 El Foro se destacó asimismo por un gran conjunto de conclusiones en aspectos técnicos-nutricionales, así como una serie de iniciativas ineludibles a ser llevadas a cabo en función de cualquier política estatal en torno a la cuestión del hambre en particular, y del estado nutricional de la población, en general.

Pero lo más relevante en muchos aspectos, y lo volvemos a señalar como punto de inflexión, fue la activa participación y reconocimiento de un arco muy diverso de organizaciones de la sociedad civil. Porque si bien el Foro fue un órgano consultivo, generó un nuevo marco desde donde re-plantear las relaciones entre Estado y Organizaciones en torno a la cuestión alimentaria. 

El dinamismo en la Sociedad Civil: Iniciativa popular “El Hambre más Urgente” 

Esta integración y reconocimiento de las organizaciones de la sociedad civil, otorgó a este sector de la sociedad la iniciativa en muchos aspectos. Uno de ellos consistió en la redacción de un texto marco -“El hambre más Urgente”- por un conjunto de organizaciones y personas de la Sociedad Civil.

Entre otros, Poder Ciudadano, el diario La Nación, la Mesa de Diálogo, el Grupo Sophia, Red Solidaria y muchas personas públicas en carácter individual, redactaron y respaldaron el texto original.

Respaldados en la reforma constitucional de 1994 que en su artículo Nº 39 (y su posterior ley reglamentaria, la 24.747) introduce la posibilidad de convocar a una Iniciativa Popular, estos sectores se lanzaron a la búsqueda de las firmas necesarias para poder elevar la propuesta, en calidad de proyecto de ley.

De esta manera, el 16 de septiembre de 2002, este conjunto de ONGs y personalidades lanzan la iniciativa con el objetivo de reunir las 400 mil firmas necesarias para que el Congreso trate el proyecto de ley, y así el Estado garantice las partidas presupuestarias. 

Al día siguiente la Defensoría del Pueblo de la Nación consideró que la iniciativa contaba con todos los aspectos que la ley exigía, y apoyó la idea.

En tan sólo un mes ya se habían superado las 500 mil firmas, que llegarían finalmente a 1.2 millones al cabo de tres meses.

Con este notable impulso, en octubre (y previa convalidación de la validez de las firmas por parte de la Junta Electoral) llegó al Congreso Nacional la presentación del proyecto de ley. Ante la enorme presión y expectativa despertada desde el seno mismo de la sociedad civil, el Congreso le da sanción de ley por unanimidad en ambas cámaras, el 28 de diciembre de 2002. Promediando enero de 2003, se publica en el Boletín Oficial la ley Nº 25724, que da vigencia al Programa de Nutrición y Alimentación Nacional.

En cuánto a las definiciones sociales de la cuestión, es innegable el determinante papel jugado por la ciudadanía en su conjunto, ya sea a través de sus organizaciones, o por su apoyo individual, expresado mediante una firma. 

Si bien coincidimos con la afirmación de Oszlak y O´Donnell en cuánto a la dificultad para consensuar una única apreciación y respuesta sobre la cuestión
, en este caso fue la abrumadora mayoría (y capacidad de articular una única demanda) de la sociedad civil la que le “marcó” el camino a la dirigencia política.

Lejos de arriesgarse a asumir el elevado costo político que hubiera significado cualquier tipo de obstáculo o demora en la discusión y sanción de la Iniciativa Popular, los legisladores de ambas cámaras optaron por “escuchar” el ruido generado en lo profundo de la sociedad. O traducido para el provecho de nuestro análisis, es de sumo interés remarcar el hecho que la dirigencia política acató la agenda trazada por (y desde) la sociedad civil.    

La Ley 25.478 y su implementación

El texto de la ley que instituye la creación del Programa Nacional de Nutrición y Alimentación Nacional, establece que durante la emergencia, los sectores pobres de atención prioritaria serán los niños de hasta 14 años, embarazadas, discapacitados y ancianos, desde los 70 años, quedando la determinación estadística y conceptual de la pobreza, a cargo del Indec, a través de la elaboración del índice que mide la línea de pobreza.

En cuánto a las repercusiones horizontales, pero más específicamente las verticales, se asigna como autoridad de aplicación al Ministerio de Salud y de Desarrollo Social de la Nación, conjuntamente.

Para la coordinación del Programa, se crea la Comisión Nacional de Nutrición y Alimentación. Esta cristalización institucional
 se integra por representantes de  los Ministerios de Salud, Desarrollo Social y Medio Ambiente, Educación, Economía, Trabajo, Producción y de Organizaciones no gubernamentales, que se encuentren acreditadas en el área.

A su vez, se reproduce esta estructura de coordinación tanto a nivel provincial como municipal/comunal, con similares integrantes.

La misma ley establece en su artículo 12 la unificación y coordinación de todas las acciones relativas a ésta problemática.
 Esto representa un cambio significativo en cuánto a las políticas previas en esta materia.

 La unificación y coordinación de las mismas tiene por objetivo evitar acciones erráticas y focalizadas, intentando re-totalizar la cuestión, para así poder actuar sobre las particularidades propias de cada situación concreta, en el marco de una política global. 

En este período inicial, se comienza a trabajar en la reglamentación de la ley y en la implementación de la Prueba Piloto en cinco Municipios del país (Alderetes en Tucumán; Las Palmas en Chaco; San Javier en Misiones y San Nicolás y Berisso en Buenos Aires).

Con el decreto 1018/2003 se reglamenta la ley a finales de abril de 2003 y el 7 de junio del mismo año, se lanza oficialmente en todo el país el programa de Seguridad Alimentaria “El Hambre más Urgente”

El Plan Nacional de Seguridad Alimentaria


Una de las autoridades de aplicación, el Ministerio de Desarrollo Social, mediante la resolución 2040/2003 aprueba el Plan Nacional de Seguridad Alimentaria “El Hambre más Urgente”, destinado a financiar acciones de ejecución integral, tendientes a garantizar la seguridad alimentaria de personas en condición de vulnerabilidad social, priorizando la atención de la emergencia alimentaria.

A nivel de las relaciones institucionales, el Ministerio de Desarrollo Social (a través del Plan Nacional de Seguridad Alimentaria) se compromete a actuar articuladamente con el Plan Materno Infantil, desarrollado por el Ministerio de Salud, asimismo como se compromete a integrar a sus componentes al proyecto Pro-Huerta, creado por Resolución Nº 239/90 del Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria (INTA)

Este vínculo busca aprovechar las capacidades instaladas a nivel nacional, en cuánto a buscar alcanzar una presencia real y concreta en los municipios del país
.

Si bien, como señalamos más arriba, el ámbito de implementación del “Hambre más Urgente” recayó sobre los Ministerios de Salud y de Desarrollo Social,  la magnitud de la problemática a abordar requiere de un esfuerzo y competencia mucho más abarcadora, que contemple no solo la ejecución de dos Ministerios de rango Nacional, sino que integre otras instancias, contemplando la proyección de la política en un horizonte lejano
. 

En función de esta nueva concepción integradora a la que propende el Ministerio de Desarrollo Social se resuelve integrar y unificar a todos los programas y planes que se encontraban destinados a la problemática alimentaria (nombres de los programas)  con el objetivo de contar con un solo Plan que pueda brindar
:

· Asistencia alimentaria a familias en situación de riesgo social 

· Asistencia alimentaria directa en casos especiales (desnutridos y celíacos entre otros)

· Asistencia a comedores infantiles, escolares y comunitarios

· Asistencia a huertas familiares, escolares y comunitarias.

· Asistencia a granjas familiares y comunitarias

· Atención de la embarazada y el niño sano (estimulación temprana, desarrollo infantil y educación alimentaria entre otros)

· Asistencia técnica y capacitación

· Equipamiento a efectores

· Monitoreo y Evaluación

 Gestión asociada 

En coincidencia (y en paralelo) al desarrollo de acciones tendientes a la asistencia de los sectores de la población con mayores necesidades, el Plan Nacional de Seguridad Alimentaria  estipula el trabajo activo en función de identificar la presencia de acciones complementarias existentes o potenciales, con el objetivo de evitar superposiciones y acceder, de esa manera, a una coordinación de las políticas sociales de cada provincia y localidad.

En concordancia con esta línea de acción, el Plan promueve la participación de todos los sectores de la sociedad civil, asimismo como la formación y fortalecimiento de los Consejos Consultivos, en tanto ámbitos de coordinación de las políticas sociales de cada provincia y localidad.

Esta búsqueda, se orienta no solo a ampliar la participación de los ámbitos locales a nivel gubernamental, sino que pone especial énfasis en la maximización de las capacidades instaladas en el seno de la sociedad civil en el mismo nivel local, a través del aprovechamiento de sus propios recursos comunitarios.  

En este sentido, los Consejos Consultivos tienen como propósito participar en la puesta en marcha de un proyecto común de Seguridad Alimentaria, así como también, de todos aquellos proyectos que estén relacionados con Planes Sociales Nacionales. Estarán instituidos a nivel provincial, local y barrial, pudiendo formar parte de ellos toda organización (de base, intermedia o de la sociedad civil) que solicite su deseo a las autoridades municipales y/o Consejos Consultivos Locales existentes. 

El Plan como política integral  

En esta línea, el Plan Nacional de Seguridad Alimentaria busca que la ayuda prestada forme parte de un tratamiento integral de la cuestión, no solo en términos de asistencia alimentaria, sino al mismo tiempo, intentando crear condiciones que ayuden a paliar en lo posible, aquellos aspectos inherentes a la pobreza y marginalidad que acompaña necesariamente a la problemática del hambre y la desnutrición.

De esta manera, en el caso de los niños, el Plan brinda tres comidas diarias (desayuno, almuerzo y merienda reforzada) que garantizan los componentes nutricionales básicos que necesitan los chicos de acuerdo con su edad. Asimismo, se financian actividades de estimulación temprana hasta niños de 3 años y la concurrencia a jardines de infantes para los chicos entre los 3 y 5 años.

Del mismo modo, se brinda asistencia social y orientación a las familias en todo lo referente en cuanto a la atención de sus hijos y los cuidados durante el embarazo, el cumplimiento de los controles de salud necesarios y del calendario de las vacunas.

Igualmente, el Plan trabaja sobre la capacitación a padres en cuanto a educación alimentaria promoviendo, por ejemplo la lactancia materna a través de charlas en zonas donde los factores hambre y desnutrición existan potencialmente. 

Modalidades de intervención: Abordaje Federal y Abordaje Focalizado

En la modalidad de intervención propuesta como Abordaje Federal, se espera que la Provincia presente un proyecto que incluya asimismo, la integración en el mismo de los municipios y de organizaciones de la sociedad civil.

Esta línea de trabajo persigue implementar un marco de cooperación técnica, con la consiguiente transferencia de recursos a las provincias para las siguientes prestaciones en territorio:

· Atención del niño sano y embarazada con entrega de leche fortificada

· Asistencia Alimentaria: módulos alimentarios para la familias, comedores escolares, infantiles y comunitarios

· Auto producción de alimentos para el consumo familiar y comunitario: huertas, granjas, elaboración de alimentos.

· Tickets alimentarios

· Promoción comunitaria, capacitación, educación alimentaria nutricional, y promoción del desarrollo infantil.

· Equipamiento a efectores 

En tanto, el Abordaje Focalizado consiste en la transferencia de recursos y financiamiento, tanto a organizaciones gubernamentales como a organizaciones no gubernamentales, para el desarrollo de de proyectos destinados a revertir situaciones críticas detectadas en grupos poblacionales localizados, llevando a cabo las siguientes prestaciones:

· Atención integral del niño desnutrido, con acciones coordinadas de las áreas de Salud y Desarrollo Social 

· Acciones integrales específicas para poblaciones aborígenes

· Comedores comunitarios, refuerzo nutricional en comedores escolares en zonas críticas, huertas, granjas y auto producción de alimentos, módulos alimentarios para patologías y casos especiales

· Equipamiento a efectores

Modalidades de implementación: los aspectos federales del Plan

Anteriormente mencionamos la centralidad que el Plan le otorga al carácter asociativo de la gestión, al tomar como prioritaria la integración de los conocimientos propios de cada ámbito local (a través de sus organizaciones) respetando las características y modalidades que allí se planteen o consideren efectivas.

Ciertamente, el Plan no persigue el “desembarco” con modalidades y políticas de “laboratorio” producidas en la asepsia del marco propio de la competencia ministerial nacional. Por el contrario, pretende que el mismo sirva también en su aspecto local de implementación (es decir, en el proyecto) como un “captador” de las experiencias sociales y culturales inherentes a cada territorio y a cada localidad, respetándolas como tal, y teniendo estas particularidades en especial atención a la hora de su implementación.

Recursos financieros

A su vez, en sus aspectos financieros, el carácter federal del Plan Nacional de Seguridad Alimentaria se viabiliza a través del aporte desde el nivel nacional de fondos a todas aquellas Provincias que previamente hubiesen suscripto los correspondientes convenios. 

Dicha transferencia de recursos nacionales, se realiza desde el Fondo Nacional para la Alimentación y Nutrición. 

A partir de la rúbrica del convenio, son las propias Provincias las encargadas de establecer la modalidad de ejecución (la cual puede ser centralizada, descentralizada o mixta) según del tipo de prestación que se trate.  

Para la asignación del presupuesto a las Provincias, se asigna una proporción estipulada en: el 55 % por coparticipación federal, el 35 % por la línea de indigencia y el 10 % por mortalidad infantil.

Conjuntamente con los aportes nacionales, los presupuestos provinciales y municipales también transfieren recursos. 

A su vez, el Plan contempla todas las potencialidades de recursos que se generen desde las organizaciones de la sociedad civil, así como también la posibilidad de recibir donaciones.  

Se calcula que el costo total del Plan ronda los 1300 millones de pesos anuales.

Algunas conclusiones

La problemática social en la Argentina cobró especial relevancia en los últimos años, paralelamente al sostenido avance de los indicadores de la pobreza.

En este sentido, consideramos como analíticamente inerme abordar una temática tan directamente relacionada a la pobreza (como lo son el hambre y la desnutrición) sin intentar dar cuenta de factores decisivos inscriptos en el orden del entramado social y económico.

Este trabajo no intentó ser una síntesis de los cambios económicos y sociales estructurales sufridos por la Argentina en los últimos 30 años, pero parte del supuesto de su innegable responsabilidad a la hora de determinar la conformación de una importante masa de personas que subsisten por debajo de los índices de pobreza.

La crisis de 2001/2002 desnudó un silencioso proceso, en medio de una crisis económica social e institucional sin precedentes. En este contexto, es remarcable el inesperado papel jugado por las organizaciones de la sociedad civil, conjuntamente con la ciudadanía. La Iniciativa Popular “El Hambre más Urgente” recolectó en solo tres meses 1.2 millón de firmas, así como el reconocimiento de un amplísimo arco de sectores de la sociedad civil. 

A nuestro criterio, esto ubica por primera vez a la sociedad civil en un rol tan decisivo (y masivo) en cuánto a la real “construcción” de una política pública.

En este sentido resulta sorprendente el rápido efecto que causó entre los miembros de las cámaras, que aprobaron la Iniciativa de modo unánime, ratificando en el papel de una Ley Nacional, el extraordinario avance y capacidad de iniciativa que las organizaciones de la sociedad civil habían adquirido en los últimos años.

De allí que el Plan Nacional de Seguridad Alimentaria aportara ciertas innovaciones en cuánto a su diseño e implementación: trabajo coordinado entre varios Ministerios Nacionales,  participación activa de la sociedad civil a través de Consejos consultivos Locales y Provinciales; a través también de una Comisión Nacional Asesora, etc.; el avance en cuanto a la total coordinación de aquellos programas preexistentes, en función de la maximización de esfuerzos y recursos, situándolos en su conjunto bajo la órbita del Plan; la gestión asociada como ámbito de fortalecimiento de las iniciativas locales (tanto gubernamentales como no gubernamentales), respetando su identidad cultural y capacidades propias instaladas; articulando  igualmente tareas asistenciales con líneas de superación (promoción de proyectos productivos, granjas, huertas, producción de alimentos, micro emprendimientos, etc.)

Finalizando, pensamos que el Plan Nacional de Seguridad Alimentaria apela a utilizar toda la creatividad posible para superar una problemática tan compleja y multi causal como el hambre. Ciertamente, la crisis económica obligó a buscar una respuesta maximizadora de recursos y de capacidades instaladas, que hasta ese momento solo habían sido  ensayadas aleatoriamente. Lo novedoso del Plan es que estas capacidades se convierten en partes constitutivas del mismo, actuando como un sólido pilar para su cumplimiento.

En cuánto a sus resultados e impactos, creemos que el Plan es demasiado reciente para una completa evaluación de su marcha. Agregamos en este sentido, que la medición o cuantificación de los resultados de una política pública dada debe tomarse como un asunto que atienda y comprenda primordialmente la inherente complejidad que implica una política pública.
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